SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°009
                                                 RADICACIÓN:   660012204000201800037-00



ACCIONANTE:     ALFONSO VALDÉS GIRALDO
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 14 de marzo de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela –Improcedente 
Radicación Nro. :

 660012204000201800037-00

Accionante: 
 ALFONSO VALDÉS GIRALDO
Accionado:
 JUZGADO 2 PENAL DEL CIRCUITO PEREIRA

Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

          SOLICITUD LIBERTAD CONDICIONAL / JUZGADO CONCEDIÓ APELACIÓN SIN SER INTERPUESTO / IMPROCEDENCIA PARA RESOLVER / NO SE VULNERARON DERECHO INVOCADOS. En el presente asunto lo que se observa es que efectivamente el interno  AVG solicitó la libertad condicional ante el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (v.), despacho este que mediante providencia de  septiembre 22 de 2017 le negó tal beneficio, frente al cual el procesado interpuso recurso de reposición, siendo resuelto por auto de noviembre 21 de 2018 (sic), donde se mantuvo la postura jurídica inicialmente adoptada. No obstante, en esa providencia el Juzgado Séptimo de Cali (V.) concedió de manera subsidiaria el recurso de apelación, y para ello remitió la actuación al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) para que se desatara la alzada. Y precisamente con la interposición de la acción constitucional, lo que busca el actor es que ese despacho resuelva el recurso interpuesto con miras a ser beneficiario de la libertad condicional que reclama.
(…)

Como se puede apreciar, si bien el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) no se pronunció de fondo en relación con la apelación formulada por el sentenciado ALFONSO VALDÉS, lo fue por cuanto el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas de Cali (V.) concedió de manera irregular un recurso que no había sido interpuesto, y por ello no le quedaba a la funcionaria judicial alternativa distinta a aquella que finalmente profirió.

Si en gracia de discusión se dijera que el Juzgado Segundo se demoró en proferir el auto pertinente, ello es una situación que se encuentra superada, por cuanto al haber emitido la providencia de marzo 6 de 2018 se le da a conocer al actor las circunstancias que conllevaron a que esa dependencia judicial se abstuviera de dar trámite al recurso.
Así las cosas, el juzgado de primer grado le generó al actor una falsa expectativa, que por supuesto no puede ser el sustento para la culminación favorable de una acción constitucional, y en ese sentido es preciso concluir que no se observa por parte alguna la vulneración de los derechos fundamentales reclamados, y deviene imperativo declarar improcedente el amparo.
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                                 PEREIRA-RISARALDA 

                                      RAMA JUDICIAL 

[image: image1.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                   Acta de Aprobación No. 245
                                                   Hora: 10:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ALFONSO VALDÉS GIRALDO, contra el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a la administración de justicia.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea el señor VALDÉS GIRALDO, se pueden sintetizar así: (i) tanto el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (V.) y el Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) le negaron sin justificación alguna el derecho a la prisión domiciliaria; (ii) el accionado tardó más de cinco meses en responder la apelación, ya que fue en julio 26 de 2016 cuando se le negó la prisión domiciliaria y solo en enero 31 de 2017 el Juzgado Segundo de Pereira confirma débilmente dicha postura; (iii) ambos despachos incurrieron en desconocimiento del precedente constitucional y un defecto sustantivo por interpretación constitucional inadmisible, en relación con la función resocializadora de la pena y el principio de la dignidad humanal al considerar que la valoración de la conducta por parte del Juez agota la del de ejecución de penas; (iv) se vulneró el derecho a la igualdad al haberse accedido a conceder la libertad condicional en casos fácticamente iguales al suyo; (v) está privado de su libertad al haber sido condenado a una pena de 140 meses, de los cuales ha purgado 85 en reclusión y 8 que ha redimido para un total de 93 meses, con lo cual cumple las 3/5 partes de la condena y está ubicado en fase de mínima seguridad, con excelente conducta y goza del beneficio de permiso de las 72 horas, con 13 salidas satisfactorias, y (vi) luego de hacer alusión a diversa jurisprudencia, estima que con la tutela pretende evitar la dilación injustificada en la actuación, a raíz de la demora injustificada y el silencio del Juzgado Segundo y por ende busca una respuesta clara y de fondo a su solicitud de prisión domiciliaria.

Pide en consecuencia que se oficie al Juzgado Segundo de Pereira para que le den respuesta al trámite de apelación interpuesto desde diciembre 21 de 2017 con ocasión de lo decidido por el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (V.) 
3.- TRÁMITE Y CONTESTACIÓN

Inicialmente la acción constitucional correspondió a un Magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de Cali (V.), quien decidió escindir la actuación para conocer allí lo referente al Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas de esa ciudad y dispuso remitir copia de la misma para que se adelantara lo concerniente al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.). 

La Corporación procedió a admitir la acción constitucional y se corrió traslado de misma al referido Juzgado, pero no obstante ordenó la vinculación oficiosa del  Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas y Medidas de Cali (V.), a quien funge como apoderado del actor y al Delegado del Ministerio Público, los cuales dieron respuesta a la presente tutela así: 
3.1.- La Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira (Rda.), en relación con lo que fue objeto de tutela, expresó que el sentenciado pidió la libertad condicional, la cual le fue resulta en septiembre 22 de 2017, por el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas de Cali (V.), contra la cual presentó recurso de reposición que le fue resuelto por auto de noviembre 21 de 2017 donde además se le concedió recurso de apelación ante el despacho a su cargo.  Agrega que por auto de marzo 6 de 2018 se ordenó devolver la actuación al Juzgado que vigila la pena, al no haber sido interpuesto por el sentenciado el recurso de apelación de forma subsidiaria, como equivocadamente lo dijo el Juzgado de Ejecución de Penas en el auto por el cual se abstuvo de reponer la inicial decisión y tampoco poderse tener en cuenta el “recordatorio”  que presentó el actor como sustentación del recurso de apelación, ya que el mismo es extemporáneo.  Estima que no se le han vulnerado derechos al accionante.

3.2.- El Juez Séptimo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (V.), expresó que el sentenciado ALFONSO VALDÉS GIRALDO fue condenado  por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a la pena de 140 meses de prisión por acceso carnal violento agravado, hurto calificado y agravado y lesiones personales dolosas,  a quien se le negó la suspensión de la ejecución condicional de la pena. En relación con los hechos materia de tutela informa que por los mismos hechos el actor ya formuló tutela ante la Sala Penal del Tribunal Superior de Cali; igualmente que una vez el sentenciado fue notificado e la providencia por medio de la cual  se le negó la libertad condicional por auto de septiembre 22 de 2017, interpuso recursos de reposición y apelación, siendo desatado el primero de ellos mediante auto de noviembre 21 de 2017, confirmándose lo decidido, amén de la gravedad de las conductas cometidas y allí se dispuso conceder el recurso de apelación que se presentó de manera subsidiaria, por lo cual se remitió el expediente al Juzgado de conocimiento.  Agrega que no puede el sentenciado acudir a la tutela para que se revisen las decisiones proferidas, toda vez que esta es subsidiaria y no puede reemplazar los trámites ordinarios, lo cual ya agotó en el referido asunto. Estima que no se han vulnerado derechos fundamentales.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos allegados por parte de los juzgados demandados.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y y en los Decretos 2591/91, 1069 de 2015 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de las diligencias que se adelantan en contra del señor ALFONSO VALDÉS GIRALDO, se vulneraron los derechos fundamentales reclamados.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor VALDÉS GIRALDO interpone acción de tutela con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atentaba contra sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a la administración de justicia, ya que por parte del juzgado accionado no se ha resuelto  la apelación interpuesta desde diciembre 21 de 2017, frente a la negativa de concedérsele la libertad condicional.

Con antelación a realizar el análisis de fondo, la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar que no resulta correcto atacar por esta vía unas providencias judiciales, como lo hace el actor, por cuanto las mismas no configuran una vía de hecho en ninguna de las modalidades que ampliamente ha destacado la jurisprudencia.
Así mismo, como lo tiene decantado la jurisprudencia constitucional,  la acción de amparo solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial y se utilice para evitar un perjuicio irremediable, en aplicación del principio de subsidiaridad que rige este procedimiento. Al respecto así se ha señalado:

“En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
 

3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-

Debe indicarse igualmente, que  han sido varios los pronunciamientos en los cuales la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXX  se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” –negrillas de la Sala-

Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

[…]

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

[…]

Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso.” -negrillas de la Sala-

En el presente asunto lo que se observa es que efectivamente el interno  ALFONSO VALDÉS GIRALDO solicitó la libertad condicional ante el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (v.), despacho este que mediante providencia de  septiembre 22 de 2017 le negó tal beneficio, frente al cual el procesado interpuso recurso de reposición, siendo resuelto por auto de noviembre 21 de 2018, donde se mantuvo la postura jurídica inicialmente adoptada.

No obstante, en esa providencia el Juzgado Séptimo de Cali (V.) concedió de manera subsidiaria el recurso de apelación, y para ello remitió la actuación al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) para que se desatara la alzada. Y precisamente con la interposición de la acción constitucional, lo que busca el actor es que ese despacho resuelva el recurso interpuesto con miras a ser beneficiario de la libertad condicional que reclama.

El Tribunal no ingresará en el estudio de la actuación que se surtió ante el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas de Cali (V.), toda vez que ante la decisión de nuestro homólogo de la Sala Penal de esa ciudad de escindir la acción constitucional -lo que en sentir de esta Corporación no debió presentarse- la presunta irregularidad en que hubiera podido incurrir esa célula judicial fue objeto de estudio por citada Corporación, donde ya se profirió sentencia en marzo 1° de 2017, por medio de la cual se negó la pretensión invocada por el actor
.
Queda por lo tanto determinar si por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) se vulneraron los derechos del actor VALDÉS GIRALDO, y al respecto lo que puede anticiparse es que tampoco se han quebrantado los mismos.
Se debe empezar por señalar, como así lo indicó la titular del referido despacho, que al analizar el escrito que presentó el señor VALDÉS GIRALDO contra el auto de septiembre 22 de 2017, se evidencia sin lugar a dudas, que en el mismo hizo alusión exclusivamente a la interposición del recurso de reposición, sin que en momento alguno dentro del cuerpo de tal documento se hiciera la más mínima referencia a que de forma subsidiaria interponía apelación contra esa determinación. No obstante, el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas de Cali, al abstenerse de reponer la providencia emitida mediante auto de noviembre 21 de 2017, de manera equívoca concedió el recurso de apelación, cuando éste no había sido invocado por el actor.

De tal circunstancia se percató la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira (Rda.), la cual mediante auto de marzo 6 de 2018 -una vez tuvo conocimiento de esta acción de tutela- ordenó devolver la actuación al Juzgado Séptimo de Cali, al considerar que por parte del interesado ALFONSO VALDÉS no se interpuso apelación contra la decisión aludida.

Y no obstante que al parecer el interno allegó con posterioridad un escrito como “recordatorio de la apelación por él interpuesta”, tal documento no podía ser tenido en cuenta como tal, habida consideración de su manifiesta extemporaneidad.

Como se puede apreciar, si bien el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) no se pronunció de fondo en relación con la apelación formulada por el sentenciado ALFONSO VALDÉS, lo fue por cuanto el Juzgado Séptimo de Ejecución de Penas de Cali (V.) concedió de manera irregular un recurso que no había sido interpuesto, y por ello no le quedaba a la funcionaria judicial alternativa distinta a aquella que finalmente profirió.
Si en gracia de discusión se dijera que el Juzgado Segundo se demoró en proferir el auto pertinente, ello es una situación que se encuentra superada, por cuanto al haber emitido la providencia de marzo 6 de 2018 se le da a conocer al actor las circunstancias que conllevaron a que esa dependencia judicial se abstuviera de dar trámite al recurso.
Así las cosas, el juzgado de primer grado le generó al actor una falsa expectativa, que por supuesto no puede ser el sustento para la culminación favorable de una acción constitucional, y en ese sentido es preciso concluir que no se observa por parte alguna la vulneración de los derechos fundamentales reclamados, y deviene imperativo declarar improcedente el amparo.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor ALFONSO VALDÉS GIRALDO. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� T-344 de 2008 y además sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007.


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Ver folio 57.
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